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Introducción 

La educación es un derecho fundamental que permite el desarrollo de la sociedad, 

ya sea mediante herramientas, métodos y técnicas especializadas que aseguren el correcto 

aprendizaje para los estudiantes, en especial, los niños, niñas y adolescentes; sin embargo, 

la educación se ha visto limitada y en constante evolución frente a los desafíos que existen 

en la actualidad, con respectos a sus estudiantes, y el uso de la tecnología, esto por cuanto, 

no todas  las condiciones en las que se capta el aprendizaje son iguales. Por este motivo, se 

realizará el objeto de estudio frente al derecho de la educación de los niños, niñas y 

adolescentes con discapacidades. 

Es menester entender que, dentro del capítulo II, se desarrolla el contenido de los 

niños, niñas con discapacidad pertenecen a un grupo con alto grado de vulnerabilidad, y en 

una situación de desventaja frente al sistema de educación convencional que únicamente 

integra a estos niños sin existir una diferenciación en el método de estudio y con un 

concepto de inclusividad totalmente separado de la correcta forma de enseñanza, por lo 

expuesto, el acceso a una educación inclusiva para los niños, niñas y adolescentes con 

discapacidad se fundamenta, en el acceso de centros de especialización que permitan 

mediante el uso de técnicas específicas el desarrollo pleno de sus habilidades conforme al 

tipo de discapacidad que presenten; de esta forma el presente trabajo analiza las dificultades 

para poder acceder a una educación inclusiva y no solo de integración.  

Por otro lado, el principal factor limitante con que se enfrentan estos niños, 

corresponde a la falta de programas educativos que permitan ingresar en centros de calidad 

para tener una educación inclusiva; entendiéndose, como el estado como el mayor protector 

de los derechos mediante instituciones; lo cual crea necesariamente la destinación de 
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recursos económicos para incentivar el estudio no solo a nivel convencional, sino a los 

grupos de atención prioritaria que mayormente lo necesitan; y que pese a la existencia de 

alguna vieja política pública, se siguen generando conflictos para el acceso libre a este tipo 

de programas; conocidos como Becas.  

Si bien es cierto, las becas deben ser direccionadas hacia los grupos que presenten 

las condiciones específicas que lo ameriten; no obstante, cuando se habla de un grupo 

prioritario con un nivel de doble vulnerabilidad de sus derechos, no puede existir ningún 

tipo de discriminación u obstáculos que permitan alcanzar estas medidas de apoyo a los 

niños, niñas y adolescentes con discapacidades.  

Siendo así, cómo se realizará dentro del capítulo III, la metodología que permitirá 

el correcto estudio del objeto del presente trabajo, a través de un análisis científico y 

descriptivo, en base a lo estudiado como referencia en la sentencia de la corte constitucional 

No. N°1351-19-JP, aplicando las técnicas que permiten un mayor enfoque dentro del 

entendimiento de la educación inclusiva para los niños, niñas y adolescentes con 

discapacidad. 

En el marco de la propuesta, se busca fomentar la creación de procedimientos para 

el acceso a becas a los niños, niñas y adolescentes con discapacidades, sin importar las 

condiciones sociales o económicas que limiten el progreso de la educación ecuatoriana. 

Por último, se concluirá con la representación del garantismo constitucional, la 

ponderación y la seguridad jurídica que implica tener que normar y reconocer que existe un 

punto de diferenciación entre la integración de estudiantes con discapacidad en centros 

convencionales, a la inclusión de estudiantes en centros públicos o privados que cuenten con 

las habilidades específicas para asegurar el correcto desarrollo de la enseñanza y el aprendizaje 
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de este grupo de atención prioritaria, sin importar el establecimiento del cual provenga, por 

existir una doble vulneración de los derechos, al contar con algún tipo de discapacidad. 
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Capítulo I 

1.1. Planteamiento del problema 

El derecho a la educación en el Estado ecuatoriano es fundamental y un deber 

primordial que se encuentra garantizado en la norma suprema del país, principalmente en la 

Constitución de la República del Ecuador, indicando en el artículo 26 que la educación “es un 

derecho de las personas a lo largo de su vida y un deber ineludible e inexcusable del Estado” 

(Asamblea Nacional, 2008) ; y bajo esta premisa el Estado debe brindar a todos los ciudadanos 

el acceso a tener una educación de calidad y oportuna sin discriminación alguna, sin embargo, 

dentro del ejercicio de la aplicación al deber estatal, existen casos donde probablemente se 

encuentre vulnerado el derecho a la educación y principios garantistas de niños, niñas y 

adolescentes, específicamente cuando se quiere aplicar a una beca estudiantil. 

En el presente trabajo de investigación se toma en consideración como fuente 

jurisprudencial, la sentencia de la Corte Constitucional N°1351-19-JP, que refiere a una 

revisión de acción de protección presentada por la defensoría del pueblo y un padre de familia, 

que quiso acceder a una beca de estudios de educación básica para su hija discapacitada, hecho 

relevante debido que al pertenecer su hija al grupo de atención prioritaria le fue impedido 

inscribirse, debido que al momento de acceder a la información y la posible inscripción al 

sistema de becas, la institución encargada que es el Instituto de Fomento de Talento Humano, 

en primera instancia brindó una información errada, por lo cual el padre de familia tuvo que 

recurrir a asistencia del Consejo Nacional para la Igualdad de Discapacidades, que permitió 

posteriormente el IFTH argumentar que no existían al momento ese tipos de becas y que 
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además se incumplía un requisito importante como lo es, ser parte de un establecimiento 

educativo especializado de sostenimiento fiscal. 

El Estado ecuatoriano tiene como obligación, precautelar los derechos y garantías de 

los niños, niñas y adolescente por lo tanto es fundamental realizar una investigación y un 

análisis en derecho, que permita describir este fenómeno social y la situación de los niños, 

niñas y adolescentes con discapacidades cuando deseen acceder a un sistema de becas, dentro 

del marco constitucional. 

1.2. Formulación del problema 

¿Cómo influyen los condicionamientos a la inscripción y acceso a los programas de 

becas de educación para niños, niñas y adolescentes con discapacidades en el marco de los 

derechos fundamentales?  

1.3. Sistematización del problema 

❖ ¿En qué consiste el acceso a becas para discapacidades? 

❖ ¿Cuáles son los derechos y garantías vulneradas? 

❖ ¿El requisito de ser parte de un establecimiento educativo especializado de 

sostenimiento fiscal limita el goce efectivo de los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes? 

❖ ¿Cómo influye la actuación del Instituto de Fomento de Talento Humano 

ante el requisito de ser parte de un establecimiento educativo especializado de sostenimiento 

fiscal? 
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❖ ¿Cuál es el criterio que utilizó la Corte Constitucional en la sentencia N° 

1351-19-JP para garantizar los derechos de niños, niñas y adolescentes con discapacidades? 

1.4. Delimitación 

a. Campo: Derecho. 

b. Disciplina: Derecho de familia, niñez y adolescencia. 

c. Ámbito espacial: Ecuador. 

d. Ámbito temporal: Año 2022 

e. Caso: Sentencia Corte Constitucional N.º 1351-19-JP/22. 

f. Tema: El derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes con 

discapacidades y el acceso a becas 

1.5. Hipótesis 

Las condicionantes de ser parte de un establecimiento educativo especializado de 

sostenimiento fiscal limita el ejercicio al goce efectivo de los derechos en relación al acceso 

de becas a niños, niñas y adolescentes con discapacidades. 
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1.6. Objetivos de la investigación. 

1.6.1. Objetivo general 

Analizar dentro del marco constitucional ecuatoriano, el acceso a becas 

estudiantiles para niños, niñas y adolescentes con discapacidades. 

1.6.2. Objetivos específicos 

❖ Indagar dentro del marco jurisprudencial el acceso a becas estudiantiles en 

el estado ecuatoriano. 

❖ Definir mecanismos que se relacionen al ejercicio al goce efectivo de los 

derechos en relación al acceso de becas a niños, niñas y adolescentes con discapacidades. 

❖ Detallar la aplicabilidad de las condicionantes de ser parte de un 

establecimiento educativo especializado de sostenimiento fiscal, en la normativa 

ecuatoriana. 
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1.7. Justificación 

El presente estudio de caso es primordial, en razón que a lo largo de la historia las 

personas con discapacidades han sido personas a las que se les han vulnerado muchos 

derechos, en especial al derecho a la educación, cuya interpretación se encuentra en la 

fuente jurisprudencial que se ha escogido en esta investigación, por lo cual este trabajo se 

justifica socialmente porque todo ser humano sin discriminación alguna debe tener el 

derecho a acceder a la educación y sus becas. 

Por otra parte, se justifica académicamente tras la recolección de información, datos 

de libros y revistas jurídicas, se permitirá ampliar desde cierto punto de vista, el 

conocimiento e información acerca de este derecho y como las personas con discapacidad 

aplican a este derecho. 

Finalmente es relevante tener conocimiento de este estudio de caso porque en 

nuestra profesión debemos defender a este tipo de personas que sufren limitaciones para 

inscribir a sus hijos discapacitados a que puedan tener una educación de calidad y cómo 

son tratados frente a funcionarios que quieren desconocer de sus derechos al pertenecer a 

los grupos prioritarios. 
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Capítulo II 

2.1. Marco Teórico 

2.1.1 Antecedentes 

La educación es considerada la mayor herramienta de desarrollo dentro de una 

sociedad, siendo así, como el derecho de acceso a la educación, se convierte en un pilar 

fundamental enmarcado en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, mediante la creación de 

programas y sistemas especializados para alcanzar el garantismo a todos los niños, niñas y 

adolescentes que tienen inmersos este derecho primordial por parte del Estado; más aún 

frente a los grupos de atención prioritaria que necesariamente deben acceder a un tipo de 

educación especializada para las condiciones en que las personas, ya sea embarazadas o 

con algún tipo de discapacidad puedan ejercer su derecho hacia un direccionamiento único, 

especializado e incluso, para cada uno de los casos específicos que se presenten, sin 

discriminar ni obstaculizar el acceso a la educación a través de programas equivocados o 

ante la falta de políticas públicas que no permitan la educación inclusiva.  

En Ecuador, la educación se encuentra garantizada en la propia constitución en el 

artículo 26, que ha permitido un progresivo desarrollo en todos sus niveles, siendo estos, 

la educación primaria, educación secundaria y la educación superior. Hoy en día, se 

cuentan con un gran número de establecimientos de sostenimiento fiscal y privado, los 

cuales han permitido a millones de niños, niñas y adolescente acceder a este derecho; sin 

embargo, frente a otra realidad, se constata la baja calidad que tienen algunas instituciones 

del estado para brindar el garantismo absoluto a este derecho y más aún, ante la falta de 

programas especializados para acceder a la educación inclusiva. 
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Si bien es cierto, los Estados tienen la obligación de brindar programas de becas 

para los casos especiales en que los estudiantes en cualquiera de los niveles de educación 

que se encuentren tengan acceso, en especial, considerando las diferentes condiciones 

sociales, económicas y de salud que existan por parte de los estudiantes; de esta manera, es 

muy común escuchar sobre becas para estudiantes con condiciones intelectuales altas y 

rendimientos académicos superiores en cursos que les correspondan, también, se observan 

diferentes programas de becas que se otorgan para los niveles socioeconómicos más bajos, 

que permiten el desarrollo y la entrega de oportunidades a quienes no tendrán fácil acceso.   

Por otro lado, la deficiencia estatal para otorgar políticas públicas que permitan el 

acceso a una educación inclusiva, se ve reflejada en la falta de programas de becas para las 

personas de atención prioritaria que tienen algún tipo de discapacidad que no les permite 

un goce efectivo del acceso a la educación, al existir una deficiente educación en los 

establecimientos de sostenimiento fiscal, por lo cual se ven los padres o tutores de niños, 

niñas y adolescentes discapacitados obligados a buscar una educación con programas 

especializados en instituciones privadas, que limitan el recurso económico y deja en 

evidente vulneración de derechos a los estudiantes con discapacidad por el Estado.  

Según los autores José Juárez, Sonia Comboni y Fely Garnique, indican que la 

educación especial no solo es una forma dirigida hacia un tipo de enseñanza especial, sino 

que debe incluirse a las personas que poseen diferentes necesidades en el aprendizaje, tal 

como lo son los discapacitados, llegando a cumplir con la educación inclusiva.  

La escuela inclusiva no surge de la nada, sino que hay un largo camino previo que 

se ha tenido que recorrer, desde la idea de educación especial, a la de escuela de enseñanza 

especial, pasando por la escuela de integración, atención a personas con necesidades 
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especiales de aprendizaje y llegando a la idea contemporánea de escuela inclusiva. (Juárez 

Núñez et al., 2010, p. 43) 

En Ecuador, existen “registrados 58.964 niños, niñas y adolescentes discapacitados, 

entre las edades de 4 a 18 años, esto según lo indicado por el Consejo Nacional para la 

Igualdad de Discapacidades, de los cuales el 50,45% representa un tipo de discapacidad 

intelectual(...) Las personas con discapacidad son aquellas que tienen deficiencias físicas, 

mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, en interacción con diversas barreras, 

pueden obstaculizar su participación plena y efectiva en la sociedad en igualdad de 

condiciones con los demás” (Organización Panamericana de la Salud, n.d.) 

2.1.2. El derecho a la educación en el Ecuador 

La educación en el Ecuador ha sido todo un camino con aciertos y desaciertos en 

todos los ámbitos, desde el punto social, económico e institucional; marcada de grandes 

problemas como la corrupción, la obstaculización para el acceso gratuito, la pobreza, y la 

incapacidad de parte de muchos profesionales que no cumplían con el rol principal de 

educar.  

Fue en 1871 que se estableció en Ecuador que la educación primaria se otorgue a 

todos de forma gratuita y de manera obligatoria, permitiendo que la educación a las mujeres 

sea reconocida para la formación de maestras que sean indígenas y teniendo como primer 

avance dentro del Estado la libertad para que el acceso sea en general en beneficio de los 

ecuatorianos. Es así, que con el pasar del tiempo, miles de escuelas, colegios e instituciones 

de educación superior se formaron para alcanzar este objetivo primordial del estado.  

2.1.3. El derecho a la educación inclusiva 
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La educación inclusiva no se debe confundir con la simple integración a los 

sistemas educativos que tenga el estado, puesto que la misma se enmarca en el conjunto de 

métodos y medios que permitan el desarrollo correcto para todo tipo de necesidades 

educativas específicas que requieran los niños, niñas y adolescentes; es decir, a integración 

hacia los establecimientos que tengan o permitan un acceso sin las herramientas adecuadas, 

que beneficien y no discriminen o marginen a los estudiantes con necesidades específicas 

que requieren un centro especializado ya sea público o privado, pero que garantice su goce 

efectivo del derecho a la educación. 

La Organización de las Naciones Unidas, así lo expresa en base a la exclusión: “La 

exclusión se produce cuando se impide o se niega directa o indirectamente el acceso de los 

alumnos a todo tipo de educación.” (Organización de las Naciones Unidas, 2016) 

Para lo cual, entendiendo que el impedimento del acceso a la educación a cualquier 

tipo de alumno no es una educación inclusiva para cualquier tipo de condición que 

presenten los alumnos, sino una directa negación y vulneración a este derecho.  

La integración es el proceso por el que las personas con discapacidad asisten a las 

instituciones de educación general, con el convencimiento de que pueden adaptarse a los 

requisitos normalizados de esas instituciones 4. La inclusión implica un proceso de reforma 

sistémica que conlleva cambios y modificaciones en el contenido, los métodos de 

enseñanza, los enfoques, las estructuras y las estrategias de la educación para superar los 

obstáculos con la visión de que todos los alumnos de los grupos de edad pertinentes tengan 

una experiencia de aprendizaje equitativa y participativa y el entorno que mejor 

corresponda a sus necesidades y preferencias. (Organización de las Naciones Unidas, 2016) 
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Por otro lado, tal como indica la ONU sobre la integración, es un punto acertado 

frente al primer obstáculo del acceso, no obstante, no es el principal, puesto que la 

integración como se ha mencionado no es inclusión, los establecimientos y docentes deben 

ser especializados y comprender que cada tipo de discapacidad son diferentes; más aún 

cuando se trata de las necesidades educativas de los niños, niñas y adolescentes, que se 

convierten en una prioridad para el estado, que debe tener el marco institucional que 

permita superar los desafíos que el acceso a esta educación se presente; designando 

recursos e implementando la aplicación de la normal en pro de la inclusión. 

2.1.4. Acceso a la educación inclusiva para niños, niñas y adolescentes 

Las personas con discapacidad tienen derecho a la educación dentro de un enfoque 

inclusivo por servicios educativos, públicos o privados; ninguna institución educativa o 

privada puede negarse al acceso o permanencia de una persona por motivos de 

discapacidad, todas y cada una de ellas deberán realizarse con acciones razonables para 

garantizar el acceso a la educación. (Chicaiza, 2021) 

Según la Organización de las Naciones Unidas se mencionan los siguientes elementos 

cuando se quiere acceder a la educación inclusiva e) La falta de voluntad política y de 

capacidad y conocimientos técnicos para hacer efectivo el derecho a la educación inclusiva, 

lo que incluye la capacitación insuficiente de todo el personal docente; f) Los mecanismos 

de financiación inadecuados e insuficientes para ofrecer los incentivos y realizar los ajustes 

razonables encaminados a la inclusión de alumnos con discapacidad, la coordinación 

interministerial, el apoyo y la sostenibilidad; (Organización de las Naciones Unidas, 2016) 
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2.1.5. Grupos prioritarios y su rol en la educación 

Dentro del marco jurídico ecuatoriano, se encuentra establecido el garantismo y 

proteccionismo de los derechos, en especial frente a los grupos de atención prioritaria, que 

por su condición son los más vulnerables ante las diferentes circunstancias y oportunidades 

que existen en la sociedad; enfrentando problemas sociales de gran magnitud como lo es 

principalmente la discriminación ya sea por condiciones de género, discapacidades, entre 

otros. De esta manera los grupos de atención prioritaria que la constitución identifica en el 

artículo 35, siendo estos, las mujeres, niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, y en 

especial las personas discapacitadas. 

Teniendo claro que las personas discapacitadas, no pueden por sí mismas hacer uso 

total de sus derechos, debido al tipo de discapacidad que presenten, debiendo contar con el 

apoyo y ayuda de personas a su alrededor que aseguren que sus derechos no sean 

vulnerados y más aún sean incluidos en todo ámbito educacional.  

La educación para las personas discapacitadas es uno de los principales retos que 

debe cumplir el estado, principalmente para el acceso inclusivo de los niños, niñas y 

adolescentes, que no cuentan con los recursos económicos para acceder a instituciones que 

están debidamente especializadas en el aprendizaje, por lo tanto, el financiamiento para el 

otorgamiento de becas y programas especializados no sólo para el acceso a 

establecimientos de sostenimiento fiscal debe ser dirigido también enfocado al sector 

privado, hacia instituciones que puedan y tengan los medios tecnológicos, herramientas, y 

técnicas de aprendizaje con profesionales debidamente preparados para la educación de los 

niños, niñas y adolescentes en especial en el inicio de la educación primaria, puesto que la 
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inclusión en esta etapa es vital para un correcto concepto de educación inclusiva en todas 

las futuras etapas futuras que tendrán que enfrentar. 

2.1.6. Factores limitantes al acceso a la educación a grupos prioritarios 

No cabe duda que, los grupos prioritarios a través de la historia han sufrido 

trasgresiones a sus derechos de forma eminente, tratando de marginar las condiciones 

humanas que puedan existir ya sea en una mujer embarazada o las personas con 

discapacidad; teniendo en cuenta que una de las principales limitantes al acceso a la 

educación es la Discriminación. 

2.1.6.1. Discriminación 

De esta manera, el artículo 2 de la Convención sobre los derechos para las personas 

con discapacidad, define a la discriminación de la siguiente manera:  

Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier 

distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el 

efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad 

de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos 

político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de 

discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables; (Organización de las 

Naciones Unidas, 2008) 

2.1.6.2. Integración  

Por otro lado, es importante distinguir que la integración no es exclusivamente una 

forma de frenar la discriminación, o peor aún, reivindicar las acciones que han vulnerado 

los derechos de los grupos de atención prioritaria; por ende, es correcto que en la forma si 
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se logre una integración, pero que la misma se enfoque en cada caso específico que la 

requiere; es decir, en el caso de las personas con discapacidad que buscan acceder a la 

educación, lo ideal no solo es integrarlas hacia las escuelas o establecimientos comunes en 

donde se encuentran personas que no poseen alguna discapacidad, sino más bien puedan 

encontrar y desarrollar las habilidades necesarias en un establecimiento especializado que 

ayude a alcanzar la educación para ellos, con el fin de posteriormente, poder integrar a la 

sociedad e incluso llegar a niveles en que sí puedan estar en los grupos que no son atención 

prioritaria en la educación, pero que cuentan con el aprendizaje adquirido previo para un 

correcto desarrollo.  

2.1.6.3. Inclusión 

Alcanzar la inclusión no solo es un factor que limita el acceso a la educación para 

los grupos de atención prioritaria, en específico, las personas con discapacidad, que buscan 

tener la oportunidad de poder tener los programas especiales que sí permiten el libre 

desarrollo intelectual de estas personas; sino también, significa un paso muy importante 

para contrarrestar la vulneración al no poder acceder a una educación de calidad para los 

diferentes tipos de discapacidad que puedan tener.  

De este modo el factor más limitante para el acceso a la educación no solo se 

presenta en forma de discriminación, sino también como una falsa integración e inclusión 

de los estudiantes con discapacidad a un sistema educativo ineficiente que presenta 

carencias en los establecimientos de sostenimiento fiscal; lo cual genera que los padres o 

tutores de los niños niñas y adolescentes con discapacidades específicas tengan que 

obligatoriamente buscar opciones en el sistema de educación privado; que al contar con 

programas de aprendizajes especializados, ocasiona que los valores sean extremadamente 
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caros, que a la larga solamente termina en el despertar de los estudiantes con discapacidad 

sin tener opción a acceder a becas que le permitan alcanzar en plenitud este derecho. 

2.1.7. Programas de Becas en el Ecuador para niños, niñas y adolescentes con 

discapacidades 

Ecuador ha sufrido una disminución considerable frente a las Becas y sus 

programas en general para el otorgamiento hacia los niños, niñas y adolescentes, lo cual se 

atenúa en mayor medida en perjuicio de los discapacitados quienes bien podrían no ser 

considerados para beneficiarse del acceso de instituciones que puedan cubrir las 

condiciones y necesidades específicas que requieren los tipos de discapacidad para la 

educación inclusiva.   

De esta manera según el Presupuesto General del Estado para el año 2022, las Becas 

y Ayudas Económicas disminuyeron a $15,079,311.56 lo que representa un 12.87% menos 

en relación al año anterior, y más aún con las Becas en el ítem No.780206, que pasó de 

asignarse $83,602,664.91 a $48,306,754.86 que representan un disminución del 42.22%, 

en el ámbito educacional en general, que de forma específica ocasiona una mayor 

vulneración a la promoción y acceso para los niños, niñas y adolescente que quieran 

acceder a una beca ya sea por sus condiciones de aprendizaje especial, o por el recurso 

económico que no le permite una verdadera educación inclusiva en los establecimientos de 

sostenimiento fiscal, y más aún frente a la puerta de oportunidades que se puedan tener con 

diferentes instituciones a nivel mundial que permita un mejor desarrollo en la educación 

los niños. 
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2.1.8. Derechos y garantías al acceso a la educación inclusiva para niños, niñas y 

adolescentes con discapacidades 

2.1.8.1. Principio de interés superior del niño  

El interés superior del niño tiene particular importancia en las instituciones y otros 

centros que ofrecen servicios para los niños con discapacidad, ya que se espera que se 

ajusten a las normas y a los reglamentos y deben tener como consideración primordial la 

seguridad, la protección y la atención a los niños, y esta consideración debe pesar más que 

cualquier otra en todas las circunstancias, por ejemplo, en el momento de asignar fondos. 

(Organización de las Naciones Unidas, 2007) 

El código de la niñez y adolescencia, establece en el artículo 11, el principio de 

interés superior del niño, indicando que:  

El interés superior del niño es un principio que está orientado a satisfacer el 

ejercicio efectivo del conjunto de los derechos de los niños, niñas y adolescentes; e impone 

a todas las autoridades administrativas y judiciales y a las instituciones públicas y privadas, 

el deber de ajustar sus decisiones y acciones para su cumplimiento. (Asamblea Nacional, 

2003) 
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2.2. Marco Legal  

2.2.1. Constitución de la República del Ecuador 

En el marco jurídico ecuatoriano, se ha desarrollado y garantizado en gran medida 

a los grupos de atención prioritaria, y más aun reconociendo y elevando en el catálogo de 

derechos, los que pertenecen a las personas con discapacidad; por cuanto el país durante la 

época anterior a la década del año 2010, no reconocía ni otorgaban proyectos ni 

financiamiento para asegurar el goce efectivo de la inclusión de las personas discapacitadas 

en todos los ámbitos sociales, económicos, laborales a los que tienen derecho.  

De esta manera, en primera instancia es así como la Constitución de a República 

del Ecuador, establece en el artículo 35 que las personas discapacitadas pertenecen a los 

grupos de atención prioritaria, por lo tanto, su atención es inmediata para el completo goce 

de sus derechos, y además para destinar recursos estatales que permitan el desarrollo 

íntegro de lo enmarcado en la carta magna. Tal es así que en el artículo 46 numeral 3, indica 

que: “El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a las niñas, niños 

y adolescentes:... Atención preferente para la plena integración social de quienes tengan 

discapacidad. El Estado garantizará su incorporación en el sistema de educación regular y 

en la sociedad.” (Asamblea Nacional, 2008) 

Por lo cual, la educación siendo uno de los pilares en cualquier estado, se convierte 

en un mecanismo que debe ser especializado para el correcto aprendizaje, mediante el fácil 

acceso para los niños, niñas y adolescentes que presente algún tipo de discapacidad, en 

cualquiera de las instituciones del Estado, e incluso frente a los diferentes organismos o 

instituciones que traten algún tipo en especial para alcanzar la adecuada inclusión en el 

ámbito privado. 
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2.2.2. Instrumentos internacionales: 

El mundo en general ha continuado con el progreso de las concepciones del derecho 

de las personas, esto en específico de las personas con discapacidad y de los niños; siendo 

muchos de sus instrumentos, los medios para que los estados puedan adoptar las medidas 

correctas en sus ordenamientos jurídicos para garantizar el cumplimiento de las 

convenciones, tratados, programas, etc. 

2.2.2.1. Convención Internacional de los Derechos del Niño 

En materia de educación por parte de la Convención Internacional de los derechos 

del Niños, llevada a cabo el 20 de noviembre de 1989, indica el su artículo 28 lo siguiente: 

“Todo niño tiene derecho a la educación y es obligación del Estado asegurar por lo menos 

la educación primaria gratuita y obligatoria. La aplicación de la disciplina escolar deberá 

respetar la dignidad del niño en cuanto persona humana.” (Fondo de las Naciones Unidas 

para la Infancia, 1989). 

2.2.2.2. Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 

Por otro lado, fue la Convención sobre los derechos de las personas con 

discapacidad, en diciembre de 2006, que posteriormente entraría en vigor el día 03 de mayo 

del 2008, en la cual se buscó la reivindicación de los derechos de las personas 

discapacitadas que han sido marginadas y excluidas en todo el mundo por su condición, 

intelectual o física. 

Así, el artículo 1 enmarca el propósito de esta convención, con el fin de: 

“...promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y 
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promover el respeto de su dignidad inherente.” (Organización de las Naciones Unidas, 

2008) 

En relación a lo expresado en los factores que limitan el acceso a la educación para 

los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, en el artículo 2 de las definiciones se 

identificó la discriminación como la principal forma de marginación y exclusión para 

vulnerar este derecho. Siendo así que, este instrumento establece las medidas que 

necesariamente deben tomar los estados miembros para que se pueda garantizar el goce 

efectivo del derecho a la educación para los niños, niñas y adolescentes con discapacidad; 

tal como lo establece en el artículo 7 de esta convención; de la cual cabe destacar el numeral 

dos que indica: “En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con 

discapacidad, una consideración primordial será la protección del interés superior del 

niño.” (Organización de las Naciones Unidas, 2008);  

El artículo 24 de la Educación, indica de forma expresa y clara que:  

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la 

educación. Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base de 

la igualdad de oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de educación 

inclusivo a todos los niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a: 2. Al 

hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que: a) Las personas con 

discapacidad no queden excluidas del sistema general de educación por motivos de 

discapacidad, y que los niños y las niñas con discapacidad no queden excluidos de la 

enseñanza primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria por motivos de 

discapacidad; b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación primaria 

y secundaria inclusiva, de calidad y gratuita, en igual. e) Se faciliten medidas de apoyo 
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personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al máximo el desarrollo académico y 

social, de conformidad con el objetivo de la plena inclusión. (Organización de las Naciones 

Unidas, 2008) 

En el marco internacional, se puede constatar que existen y se han declarado los 

derechos de las personas con discapacidad, y para el presente trabajo se consideró el 

instrumento específico que garantiza y expresa los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes con discapacidad; teniendo como eje central, la educación, motivo por el cual, 

los estados dentro de su ordenamiento jurídico tienen la obligación de garantizar y 

desarrollar los programas adecuados que aseguren un sistema educativo inclusivo, siendo 

esta la meta bajo el principio de interés superior del niño, y más aún, bajo el manto de la 

protección especial para los niños con discapacidad, que permitan la plena inclusión. 

2.2.3. Código de la Niñez y Adolescencia 

Dentro de la normativa ecuatoriana, es importante destacar la existencia del Código 

de la niñez y adolescencia, el cual se rige bajo el principio universal del interés superior 

del niño, es decir, frente al catálogo de derechos que se enmarcan en nuestra constitución, 

este principio permite el desarrollo prioritario hacia los niños, niñas y adolescentes que 

necesitan garantizar el goce efectivo de sus derechos en todos los ámbitos, siendo uno de 

ellos la educación, y destacando frente a este principio a aquellos que tienen algún tipo de 

discapacidad que limite el goce sus derechos. Este principio se encuentra integrado en el 

artículo 11 de la presente norma jurídica.  

La interpretación de todo este cuerpo normativa se rige bajo este principio; por lo 

cual permite una correcta aplicación en torno a la ponderación de derechos que pueda surgir 

frente a otros derechos que puedan afectarse en menor nivel; así la favorabilidad hacia los 
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niños, niñas y adolescentes que tengan alguna discapacidad se encontrarán en un escenario 

con amplias oportunidades de garantizar sus derechos, bajo esta interpretación de 

favorabilidad, la educación se convierte en una de las principales garantías que el Estado 

debe cumplir. 

El derecho a la educación,  

Art. 37.- Derecho a la educación.- Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a 

una educación de calidad. Este derecho demanda de un sistema educativo que: 

3. Contemple propuestas educacionales flexibles y alternativas para atender las 

necesidades de todos los niños, niñas y adolescentes, con prioridad de quienes 

tienen discapacidad, trabajan o viven una situación que requiera mayores 

oportunidades para aprender; 

4. Garantice que los niños, niñas y adolescentes cuenten con docentes, materiales 

didácticos, laboratorios, locales, instalaciones y recursos adecuados y gocen de un 

ambiente favorable para el aprendizaje. Este derecho incluye el acceso efectivo a la 

educación inicial de cero a cinco años, y por lo tanto se desarrollarán programas y 

proyectos flexibles y abiertos, adecuados a las necesidades culturales de los 

educandos; y, 

De esta forma, el estado a través del artículo 42 sobre el Derecho a la educación de 

los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, nos señala que:   

Los niños, niñas y adolescentes con discapacidades tienen derecho a la inclusión en 

el sistema educativo, en la medida de su nivel de discapacidad. Todas las unidades 

educativas están obligadas a recibirlos y a crear los apoyos y adaptaciones físicas, 

https://www.fielweb.com/Index.aspx?157Rabf6ik65998#h5vm
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pedagógicas, de evaluación y promoción adecuados a sus necesidades. (Asamblea 

Nacional, 2003) 

Asegurando que también, se puedan tener en cuenta el artículo 55 del presente 

código que indica: 

Derecho de los niños, niñas y adolescentes con discapacidades o necesidades 

especiales.- Además de los derechos y garantías generales que la ley contempla a 

favor de los niños, niñas y adolescentes, aquellos que tengan alguna discapacidad 

o necesidad especial gozarán de los derechos que sean necesarios para el desarrollo 

integral de su personalidad hasta el máximo de sus potencialidades y para el disfrute 

de una vida plena, digna y dotada de la mayor autonomía posible, de modo que 

puedan participar activamente en la sociedad, de acuerdo a su condición. Tendrán 

también el derecho a ser informados sobre las causas, consecuencias y pronóstico 

de su discapacidad y sobre los derechos que les asisten. El Estado asegurará el 

ejercicio de estos derechos mediante su acceso efectivo a la educación y a la 

capacitación que requieren; y la prestación de servicios de estimulación temprana, 

rehabilitación, preparación para la actividad laboral, esparcimiento y otras 

necesarias, que serán gratuitos para los niños, niñas y adolescentes cuyos 

progenitores o responsables de su cuidado no estén en condiciones de pagarlos. 

(Asamblea Nacional, 2003) 

La educación para los niños, niñas y adolescentes, es sin duda, todo un sistema de 

aprendizaje diseñado específicamente para todos los tipos de discapacidad, ya sean 

intelectuales o físicas, que limiten al ser humano dentro del normal desarrollo en la 

sociedad; por lo cual, es de vital importancia que se asegure y apoye todas las etapas que 
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puedan tener los niños para que se logren incluir de forma íntegra e idónea en la educación. 

Siendo de esta manera que las medidas y políticas públicas que dicte el Estado, deben ser 

acorde al beneficio único y exclusivo para los niños, niñas y adolescentes con discapacidad 

bajo el régimen de calidad, a través de los programas que existan o desarrollen instituciones 

que sí tengan los medios necesarios para alcanzar el buen aprendizaje, más aún frente a las 

condiciones socioeconómicas que se puedan presentar y que limiten el acceso a la 

educación, o que el estado no cuente con algún tipo de programa estatal que permita 

garantizar este derecho.  

Más aún, cuando las condiciones económicas no son las adecuadas y el Estado no 

brinda el apoyo que la constitución dicta para evitar que los niños, niñas y adolescentes 

tengan que desertar de la educación al no contar con un acceso que les permita una 

educación inclusiva. 

2.2.4. Ley Orgánica de Educación Intercultural 

Ecuador, de forma conjunta ha enmarcado un ley específica y orgánica que trate 

sobre los temas de educación en todos los casos, lo cual no solo signifique letra muerta, 

sino también, una aplicación inmediata y eficiente por parte de las instituciones del estado 

que aseguren el acceso a la educación a los niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 

Reconociendo que no sólo se trata de integrar frente a los diferentes centros educativos, 

sino que necesitan establecimientos especializados, públicos o privados a los cuales puedan 

tener acceso los niños, niñas y adolescentes que lo requieran, sin lineamientos que vulneren 

sus derechos. 
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Así, el Título II, en el capítulo VI De las necesidades específicas, nos enmarca las 

necesidades específicas que deben seguirse a través de todos los modos en que se pueda 

asegurar el aprendizaje de las personas con discapacidades:  

 Art. 47.- De las necesidades educativas específicas.- El Sistema Nacional de 

Educación en todas sus ofertas, servicios, programas, modalidades, sostenimientos, 

jornadas y niveles educativos garantizarán el acceso, aprendizaje, participación, 

permanencia, promoción y culminación de estudios de las personas con 

necesidades educativas específicas, las mismas que pueden estar ligadas a la 

discapacidad, a la dotación superior, a las dificultades específicas del aprendizaje y 

de estudiantes en situación de vulnerabilidad. Los establecimientos educativos, sin 

excepción, están obligados a recibir a todas las personas con necesidades educativas 

específicas, de igual manera a partir de la evaluación psicopedagógica crearán los 

recursos y apoyos necesarios que permitan el pleno ejercicio de los derechos en el 

ámbito educativo, a través de la eliminación de las barreras de aprendizaje y 

participación. Además, se tomarán medidas para promover su refuerzo pedagógico 

y evitar su rezago o exclusión escolar. (Asamblea Nacional, 2011) 

Este enmarcado crea la pauta de todo el articulado normativo que permite el 

desarrollo y la forma en que la ley debe aplicarse para la educación con personas con 

Discapacidad; puesto que las necesidades educativas específicas, necesitan recursos para 

la inclusión escolar; así el artículo 47.1 que indica sobre la Educación para las personas 

con discapacidad, en sus incisos segundo y tercero que:  

El Sistema Nacional de Educación tomará en cuenta las particularidades de cada 

persona, atendiendo sus características individuales en lo afectivo, cognitivo, sensorial y 
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psicomotor, garantizando el acceso, aprendizaje, participación, permanencia, promoción y 

culminación de la educación formal en todos sus sostenimientos, a partir de ajustes 

razonables que les permitan ejercer sus derechos en igualdad de condiciones sin 

discriminación. Todos los estudiantes deberán ser evaluados para establecer sus 

particularidades y las características de la educación que necesita, ajustados a un diseño 

universal de aprendizaje, previo a una detección por parte de cualquier miembro de la 

comunidad educativa. Corresponderá a la Autoridad Educativa Nacional velar por la 

efectiva inclusión del estudiante en estos casos. El Estado, de conformidad con la 

normativa que para el efecto expida la Autoridad Educativa Nacional, proveerá del apoyo 

que se requiera, tales como pedagógicos, sociales, entre otros y en los establecimientos 

ubicados en zonas donde no se pueda brindar dicha atención a través de centros 

especializados. (Asamblea Nacional, 2011) 

El apoyo estatal, conforme lo indica el párrafo anterior, es la forma más eficiente 

de poder asegurar que los establecimientos que tengan dificultades o que necesiten ser 

centros especializados puedan estar al alcance de los niños que necesitan la educación 

específica, y por lo tanto, incluso puedan prestar ayuda hacia las instituciones del sector 

privado que sí cuenten con los medios o herramientas que permitan el aprendizaje ideal 

ante los tipos de discapacidades que puedan existir, sin embargo, todo esto es únicamente 

posible, mediante la implementación policías públicas que garanticen la inversión del 

estado en asegurar la educación para todos, sin excepciones. 

Todos los establecimientos están obligados a recibir a personas con discapacidad y 

brindar una educación, para no excluir del sistema educativo a nadie, y mucho menos a los 
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niños, niñas y adolescentes con discapacidad; por lo cual, el inciso sexto del mismo artículo 

47.1, señala que:  

Se implementarán medidas educativas específicas que efectuarán modificaciones y 

adaptaciones necesarias y adecuadas que no impongan una carga desproporcionada, 

para garantizar a las personas con discapacidad el goce y ejercicio en igualdad de 

condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales. (Asamblea 

Nacional, 2011) 

Estas medidas, son aquellas, que se busca el estado aplique sin burocracia en el 

país, para poder garantizar el acceso a la educación inclusiva de los niños, niñas  y 

'adolescentes con discapacidad; a través de programas de becas que puedan ayudar a 

beneficiar a los padres o tutores con condiciones socioeconómicas bajas con hijos que 

requieran un aprendizaje y enseñanza debidamente especializado; reconociendo la falta de 

la calidad educativa bajo un concepto de integración y no de inclusión, que ha ocasionado 

el rezago de muchos estudiantes con discapacidad.  

Entre todas, estas medidas, se tiene en cuenta que los programas de becas no pueden 

limitar, ni restringir el acceso inmediato a la educación de necesidades específicas, es decir, 

la educación inclusiva; conforme el marco jurídico internacional y nacional ha adoptado 

para que puedan reconocer que con el tiempo este derecho ha sido vulnerado, pese a existir 

el marco legal correspondiente que permitiera la aplicación sin bloqueos ni 

obstaculizaciones que limiten o restrinjan el acceso para los niños y adolescentes con 

discapacidad. 
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Capítulo III 

3.1. Acción de protección No. 17294-2018-01693 

El presente estudio de caso refiere a un padre de familia que quería inscribir a su hija 

discapacitada, a una institución educativa y para lo cual quería aplicar a una beca otorgada por 

el MIES, en razón de la discapacidad de su hija. Los funcionarios no realizaron con eficacia 

su labor de informar las condiciones que tenía que cumplir para acceder a la beca, dejando en 

desinformación y peor aún sin respuesta alguna, en tal momento tuvo que acercarse a la 

defensoría del pueblo y solicitar la ayuda necesaria. 

Presentada la demanda se indicó la vulneración a los derechos constitucionales como 

la educación, y la garantías para que la niña discapacitada pueda acceder a una beca, en la 

audiencia se mencionó claramente que no le quisieron dar la beca en razón que la niña 

estudiaba en una institución privada a lo cual no sería un criterio razonable porque existiría 

una posible exclusión y distinción de un derecho fundamental y que se pretendía justificar una 

negación para la asignación de recursos para personas de grupos prioritarios. 

El día lunes 03 de diciembre de 2018, la Unidad Judicial que siguió la acción de 

protección, dictó sentencia rechazando la acción de protección resolviendo que:  

“i) el IFTH al no otorgar la beca a la niña Monserrath no fue por discriminación sino 

por el hecho de que la solicitud de postulación de la beca fue errónea; ii) la beca que solicitó 

el padre de Monserrath no se encontraba vigente debido a que las bases de postulación de las 

becas fueron modificadas en razón de la falta de presupuesto por parte del Estado, iii) no existe 

vulneración del derecho al debido proceso por cuanto el accionante postuló de forma errada 

para obtener la beca y al respecto, el órgano jurisdiccional manifestó que “la beca es un 
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beneficio otorgado por el Estado ecuatoriano o diferentes entidades privadas que brindan, 

siempre y cuando los postulantes cumplan sus parámetros legales que han establecido, en 

ninguna forma se puede establecer que la negativa de la beca o la no postulación correcta a la 

misma se violente un derecho” 

Criterio que no se comparte porque el desconocimiento del derecho de una persona 

discapacitada a acceder a una beca, es contrario a lo que se menciona en el artículo 47 de la 

Constitución además que al poner una condición para una acceder a una beca es contrario al 

principio de no discriminacion e igualdad, hecho que tampoco se analizó en la segunda 

instancia.  

3.2. Criterio jurídico de la sentencia de la corte constitucional 

Continuando con el estudio de caso el proceso tuvo que ser analizado por la Corte 

Constitucional quienes conforme a lo dispuesto en el artículo 436 número 6 de la Constitución, 

artículo 25 de la LOGJCC y artículo 28 incisos primero y segundo del Reglamento de 

Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, decidieron resolver lo 

siguiente: 

Como primer punto se consideró la vulneración de los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes tal como se describe: 

“a) En el conocimiento de una acción de protección, los jueces constitucionales que 

conozcan de una vulneración al derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes con 

discapacidades deberán hacer un análisis minucioso y pormenorizado de los hechos puestos a 

su conocimiento. En el análisis de la acción de protección se deberá considerar que el derecho 
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a la educación de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad incluye las acciones 

afirmativas contenidas en el artículo 48 numeral 2 de la Constitución, asimismo, deberán 

resolver el caso en función del interés superior de los niños, niñas y adolescentes con 

discapacidades y su condición de doble vulnerabilidad, lo que adquiere especial relevancia 

por la atención prioritaria que debe recibir este grupo de parte de los operadores de justicia y 

de las autoridades administrativas.” 

Ante esta premisa comprendemos lo importante que es considerar que la niña con 

discapacidad se encuentra en doble vulnerabilidad al tener dos grados de personas con 

prioridades, primero por ser niña y segunda por ser discapacitada. 

Con el siguiente punto se analizó la razón del porque acceder a una beca de la siguiente 

forma: 

“b) Las becas de estudios de niños, niñas y adolescentes con discapacidades dentro de 

las instituciones de educación públicas y privadas son acciones afirmativas conforme lo 

determinado en los artículos 47.7 y 48.2 de la CRE, que, garantizan el acceso al derecho a la 

educación de este grupo vulnerable históricamente excluido, y por lo tanto, no podrá ser 

considerado de ninguna manera como un beneficio económico, ya que este responde al interés 

superior del niño y su derecho a recibir atención prioritaria por su condición de doble 

vulnerabilidad.” 

La Corte ha considerado que al ser personas en doble vulneración no puede existir una 

determinación de una limitante de venir de una institución privada porque en muchos casos al 

ser un grupo que siempre ha estado en desventaja, ante esto se consideró el principio del 

interés superior del niño y la pertenencia del grupo prioritario. 
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Como último punto se consideró que lo resuelto en instancia inferiores no debe 

entenderse que al ser jueces constitucionales deben siempre conceder una acción de protección 

cuando existan casos así, sino que se estudie cada caso y verificar la doble vulneración y 

criterios que estén acordes a la normativa y la importancia de los actos administrativos dentro 

de la administración de justicia puesto que se debe cumplir con el debido proceso y evitar 

dejar en indefensión, tal como se indica posteriormente:  

“c) Este Organismo estima oportuno dejar en claro que lo resuelto en el caso bajo 

revisión, no conlleva a que los jueces constitucionales en una acción de protección, deben 

conceder favorablemente todas las solicitudes de beca de los niños, niñas y adolescentes con 

discapacidades, puesto que, las administraciones públicas e instituciones de educación a cargo 

de dichos programas deben revisar caso a caso y, en particular, observar, entre otros criterios: 

(i) si las personas solicitantes pertenecen a uno o varios grupos de atención prioritaria o se 

encuentran en una situación de doble vulnerabilidad; y, (ii) si la información presentada es 

completa, veraz y clara. En caso de que no sea así, corresponde de acuerdo a la normativa de 

la materia, convalidar de oficio o a petición de parte, la información requerida conforme a las 

reglas de las bases de las postulaciones de becas. Sumado a ello, siendo la decisión de la 

postulación a un programa de beca un acto administrativo en el que se pone en juego el derecho 

a la educación, es obligatorio que la administración pública siempre en su respuesta garantice 

el derecho al debido proceso en la garantía de la motivación conforme el artículo 76.7.l de la 

CRE.” 
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Capítulo IV  

4.1. Metodología de la investigación 

4.1.1. Tipo de Estudio 

En la elaboración de este presente estudio de caso se empleó como tipo de estudio 

la elección de una fuente jurisprudencial otorgada por la Corte Constitucional, su 

resolución permitió enfocar el estudio de forma descriptiva y analítica de forma deductiva 

y cualitativa que mediante criterio jurídico se pudo determinar una probable solución al 

problema en cuestión.  

La investigación descriptiva identifica los hechos y establece las premisas a utilizar. 

4.2. Métodos 

Se utilizó el método descriptivo que, mediante revistas jurídicas y libros 

doctrinales, pudo recolectarse definiciones e información que determinó la doble 

vulneración de la niña que tiene una discapacidad, además de comprender los conceptos 

de los principios constitucionales y cómo influye esta interpretación dentro de las personas 

que enfrentan este tipo de vulneraciones. 

Además, se utilizó el método científico y analítico que permitió mediante criterio 

conformar una propuesta para solucionar este estudio de caso.  

4.3. Técnicas de investigación  

La documentación que se utilizó fueron libros, la sentencia de la Corte Constitucional, y 

revistas jurídicas. La investigación es descriptiva y cualitativa por lo tanto no se requirió 

utilizar instrumentos como encuestas y entrevistas, sino que directamente se elaboró una 

propuesta como la siguiente.  
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4.4. La Propuesta 

Es una herramienta que permite desarrollar las opiniones en un enfoque normativo 

y cómo se puede contribuir a la sociedad con la propuesta normativa. 

4.4.1. Objetivos de la propuesta 

4.4.1.1. Objetivo general 

Presentar ante el órgano correspondiente, la propuesta pública para que se readecue 

el procedimiento y las limitaciones para el acceso a una beca educativa para niñas, niños y 

adolescentes con discapacidades. 

4.4.1.2. Objetivos específicos  

● Identificar los antecedentes necesarios que sirvan de motivación. 

● Redactar un proyecto de política pública reconociendo las necesidades del caso. 

● Recomendar beneficios normativos para las personas que se encuentran en doble 

vulneración de derechos. 
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4.4.2. Propuesta de reforma 

Por lo consiguiente es evidente la necesidad de crear políticas públicas que sugieren la 

no discriminación de las personas que se encuentren en doble vulnerabilidad, esto debe ser 

revisado con estricto cumplimiento de los valores y principios normativos por parte de los 

funcionarios que otorgan o brindan la información para el acceso a Becas, además de que las 

entidades no creen requisitos limitantes para acceder a un derecho, el derecho a la educación 

es una obligación fundamental para el Estado hacía a todos los niños, niñas y adolescentes, 

más aún a los que se encuentran con un grado de discapacidad, por lo tanto como propuesta 

se presenta un proyecto normativo a que se elimine la condición para poder acceder a una 

Beca provenga de una institución privada, en razón que esta no es una condicionante 

primordial para el otorgamiento de la beca, por otra parte debe existir, la capacitación mínima 

en derechos humanos y derechos a personas prioritarias en este tipo de instituciones y debe 

tener mínimo 60 horas de aprobación. La capacitación permitirá tener funcionarios que 

agiliten procedimientos, hacerlos sencillos y rápidos; técnicos y específicos. Esta capacitación 

obviamente debe ser necesariamente controlada por entidades como la Contraloría o la misma 

Defensoría pública, con el único fin de velar por los derechos y su cumplimiento.  
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Conclusiones 

De esta manera, en el presente estudio del derecho a la educación y el acceso a becas 

de niños, niñas y adolescentes con discapacidades se puede concluir lo siguiente:  

Luego de un minucioso análisis, en relación al derecho de los niños, niñas y 

adolescentes con discapacidades es evidente la doble vulnerabilidad de sus derechos, al 

pertenecer a un grupo prioritario excluido con condiciones sociales, económicas, físicas, entre 

otras limitadas conforme a la inclusión que deben tener dentro del estado, para así asegurar 

que se garantice el goce efectivo de sus derechos frente a los grupos que no son prioritarios. 

La educación inclusiva en el Ecuador no ha alcanzado la importancia y proteccionismo 

ante los niños, niñas y adolescentes con discapacidades, por cuanto, no es lo mismo la 

conceptualización de integración con inclusividad, muchos estudiantes con discapacidades se 

han visto enfrentados a un modelo educacional normal sin tener en cuenta las características 

y técnicas especiales que se deben emplear para el correcto desarrollo de los diferentes tipos 

de discapacidades que tienen los niños, niñas y adolescentes. 

Existe un factor limitante para el acceso a la educación inclusiva mediante un 

programa de becas para niños, niñas y adolescentes que se encuentren registrados en 

instituciones educativas privadas; lo cual termina siendo un impedimento para este grupo de 

atención prioritaria, que por su condición, ocasiona nuevamente una vulneración y/o situación 

de desventaja frente a la falta de calidad en instituciones públicas fiscomisionales  que se 

especialicen y puedan brindar un tipo de educación que sí permita el correcto desarrollo ante 

las diferentes discapacidades existentes. 

El principio de interés superior del niño en las niñas, niños y adolescentes con 

discapacidades, es fundamental para el Estado, para el desarrollo de la sociedad, y el 
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garantismo de los derechos contemplados en la carta magna, por lo cual, no puede existir 

educación inclusiva para niños con discapacidad sin existir una ponderación del grado de 

aplicación del principio de interés superior del niño frente a los grupos de personas con 

atención prioritaria que se enfrentan a una doble vulneración o situación con mayor desventaja 

y por lo cual se debe aplicar una mejor interpretación del principio para garantizar este derecho 

de la educación. 

Existe una falta de inversión en políticas públicas para la creación y capacitación de 

docentes en centros especializados que puedan asegurar que los establecimientos públicos 

fiscomisionales puedan cumplir con el correcto desarrollo de la educación inclusiva para los 

niños, niñas y adolescentes con discapacidades; sin existir discriminación ni vulneración de 

derechos, frente a las situaciones sociales y económicas que puedan tener los padres o 

progenitores. 
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Recomendaciones 

La educación inclusiva para niños, niñas y adolescentes con discapacidades, no puede 

ser discriminatoria por las condiciones económicas o sociales que tengan los padres o tutores 

y busquen el desarrollo de la educación para sus hijos con atención prioritaria, en centros de 

calidad y especializados, de lo cual el estado debe apoyar mediante programas de becas por 

los diferentes casos de discapacidad. 

Se desarrollen programas de educación gratuitos en centros especializados 

internacionales que tengan acceso a técnicas y métodos específicos para los diferentes tipos 

de discapacidad, ya sean físicas, mentales, con el fin de poder enseñar y desarrollar habilidades 

que permitan que las condiciones que presenten mejoren teniendo un goce efectivo de sus 

derechos. 

Se realice un procedimiento normativo en la ley para el acceso a becas para niños, 

niñas y adolescentes que esté libre de factores limitantes bajo condiciones estrictas de 

establecimientos públicos o privados, con el objetivo de crear verdaderos requerimientos 

sencillos y accesibles para todo tipo de personas. 

Concientizar a la sociedad de la existencia de la doble vulnerabilidad que tienen los 

niños, niñas y adolescentes con discapacidades, mediante campañas que permitan entender la 

importancia de proteger y garantizar que la educación no sea solo una forma de integración al 

sistema de educación convencional sin tener las herramientas adecuadas para que exista la 

inclusividad en el sistema educacional ecuatoriano. 
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Anexos 

ANEXO IV 
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ANEXO SENTENCIA CORTE CONSTITUCIONAL 
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